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VIOLENCIA DELICTIVA E 
INSEGURIDAD CIUDADANA

Antonio Edgar Moreno Valdivia1

A modo de introducción

La problemática de la violencia, la delincuencia, la criminalidad, la insegu-
ridad y sus formas de atención y prevención constituyen una de las preocu-
paciones centrales en la mayoría de los países de la región. Según recientes 
investigaciones y encuestas de opinión, la violencia urbana y la inseguridad 
ciudadana han reemplazado a la pobreza y la desocupación como temas de 
mayor atención, pues la intranquilidad, el miedo, el temor y el desasosiego 
se han apoderado de la mayoría de los habitantes de las principales ciudades 
de la región. 

Esta realidad, si bien no tiene un esclarecimiento “monocausal”, se explica 
principalmente por el acelerado incremento de acciones antisociales y antiju-
rídicas, las que a su vez han determinado que América Latina sea considerada 
como una de las regiones más violentas, peligrosas e inseguras del mundo. En 
este nuevo contexto histórico social, las acciones “estatales” o las políticas 
públicas que se desarrollan en torno a la seguridad ciudadana adquieren im-
portancia precisamente en relación a un creciente clima de inseguridad obje-
tiva y subjetiva. Sin embargo, dichas acciones o experiencias no han logrado 
erradicar o, por lo menos, mitigar los comportamientos violentos y delictivos. 
De este modo, es posible deducir que esta situación se explica porque dise-
ñadores y operadores de políticas públicas vinculadas a la seguridad ciuda-

1 Docente de la Carrera de Sociología, Universidad Mayor de San Andrés.
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dana no consideran que el factor más complejo para erradicar un “problema 
social” es llegar a entender aquellos elementos que lo propician, es decir, 
���	[����"��[`����	�%������*/���	*��������*���%��&�"�<'����������>'"	����-
tas problemáticas sociales vinculadas al comportamiento violento y delictivo. 
Esta realidad, por lo tanto, supone el desarrollo de investigaciones sociales 
que concluyan en un diagnostico situacional claro y objetivo sobre las causas, 
características, desarrollo y repercusiones de la violencia e inseguridad.  

Al respecto, se sostiene que las discusiones en torno a la seguridad pública, 
la violencia, la inseguridad, las políticas de seguridad ciudadana o los riesgos 
a los que ve expuesta la población, se han convertido en una constante en 
los países altamente industrializados, mientras que en Latinoamérica apenas 
comienzan a tener presencia. En función de esta puntualización, el presente 
artículo tiene la pretensión de efectuar –desde la visión sociológica– un aná-
lisis descriptivo del estado de la violencia y la inseguridad urbana en Améri-
ca Latina y, en particular, en Bolivia. Al mismo tiempo, se propone detallar 
las acciones estatales que a nivel nacional se vienen desarrollando con el 
afán de enfrentar y prevenir situaciones y conductas que restringen derechos 
%���[�"�	�������"�W���*������	"�$�'��������'%������'�	���"������"�K�=������<'��
�����	���	������'��	�������"��	��%�*�������>��	��<'����{"���	�'��&"���������
investigación al momento de abordar y analizar el tema de la violencia y la 
inseguridad ciudadana. 

Violencia e inseguridad ciudadana en Latinoamérica

En América Latina la violencia ha sido una constante histórica que presenta 
causas, características, ritmos, frecuencias, modalidades, prevalencias e in-
tensidades distintas, según el contexto temporal y espacial en el cual brota y 
se desarrolla. Sin embargo, a lo largo de las últimas décadas se ha observado 
una larga y ascendente espiral de violencia, tanto que al presente la región se 
encuentra con sociedades que se desangran producto de una violencia que 
tiene viejas causas, entre ellas, la no resuelta cuestión social, la dependencia y 
����'[���	""������%��'��	��*	��{���	����������*���������	��������	"���"/�����
el crimen organizado, el secuestro, las violaciones y el pandillismo (Figueroa, 
1990). Vinculado a este punto, Carranza (2004), señala que América Latina y 
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el Caribe actualmente ostentan dos campeonatos vergonzosos: ser la región 
del mundo con las tasas más altas de delito violento y, también, con las cifras 
más altas de inequidad en la distribución del ingreso.

La primera explicación que viene a la mente es que esta larga, constante y 
ascendente espiral de violencia es resultado de la denominada “década per-
dida”, una consecuencia social más de la crisis económica que afectó a la 
"�>�����<'��+	���>����	���'��{'�"���"��"����������	�������������������*��	��
de los países y que a la vez trajo consigo un aumento de la pobreza, la miseria 
y la desigualdad social, problemáticas que tuvieron –sin lugar a dudas– un im-
pacto directo en el incremento de la violencia, la delincuencia y la inseguridad 
��'�	�	�	����������������������	�	&"���	�������"�����&���	����	��	�"*	��<'��
la frecuencia de estos males sociales es muy alta, se halla en ascenso y tiende 
a agravarse a partir de los años ochenta. Asimismo, varios especialistas seña-
lan que estamos frente a un fenómeno singular que se produce a partir de me-
��	�������������+���	�%�<'�����"�*��������*	��"	���>����	���	��	���������	�
en América Latina (Briceño, 1999; Pegoraro, 1990; Benítez, 2004, Carranza 
2004 y Basombrio, 2013). 

Sin embargo, otros autores coinciden en señalar que no se puede restringir la 
explicación del incremento de la violencia y la inseguridad sólo a la situación 
de empobrecimiento económico de la población, sino que existirían otros 
factores estructurales y coyunturales que no han sido tomados en cuenta y 
que tienen que ver con los efectos sociales “perversos e indeseados” que 
resultaron de la aplicación de las denominadas teorías de la modernización. 
Éstas postulan que los acelerados procesos de urbanización pueden cambiar 
la sociedad en su conjunto al concentrar la población y dar oportunidades de 
empleo productivo y, a su vez, este hecho produciría una revolución de las 
expectativas que acabaría con el conformismo y constituiría al “hombre mo-
derno” en una fuerza dinamizadora del empleo y la economía, pues lo moti-
varía a alcanzar logros con los cuales podría satisfacer los nuevos deseos que 
la sociedad habría creado (Briceño, 1999) 

Estas teorías de la modernización trazaban cierta relación de corresponden-
cia entre procesos de urbanización e industrialización. Sin embargo, al no 
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darse dicha correspondencia, el empleo y los ingresos se hicieron escasos 
y se conformaron nuevos espacios urbanos que marcaron la aparición de lo 
que hoy se denomina la “marginalidad urbana”, expresada en asentamientos 
'"[	�������&�	����	����<'��+	��	��>����	� ��������&�	
	��������	�����%���
“marginados entre marginales”, grupos poblacionales que –en una suerte de 
estrategia de sobrevivencia–cotidianamente se instalan en diferentes espa-
cios públicos para aprovechar cualquier circunstancia o situación que les 
permita la sobrevivencia individual y familiar. Se trata de los trabajadores 
por cuenta propia, trabajadores infantiles, desocupados, pordioseros, mendi-
gos y menores callejeros. Además de éstos, se habla de aquellas personas que 
territorializan algunos espacios públicos para cometer ciertos hechos antiso-
ciales y antijurídicos que viabilicen la supervivencia cotidiana, en este caso 
se alude a personas alcohólicas, drogadictos, pandillas juveniles, delincuen-
tes y criminales de diferente índole.

Según Briceño (1999), esta crisis social producto de la modernización par-
cial e incompleta, y que principalmente afecta a la segunda o tercera gene-
ración de los inmigrantes provenientes del campo, se expresa también en 
una profunda crisis del control social tradicional, el trance en los principales 
agentes de socialización, la pérdida de satisfactores urbanos, la revolución de 
las expectativas insatisfechas, el riesgo social y el individualismo. Además, 
según este especialista, la violencia que surge desde hace 15 o 20 años atrás 
es resultado de la desesperanza y el proceso de deterioro social, que afecta 
esencialmente a los más jóvenes y a los más pobres, siendo precisamente 
estos grupos poblacionales los que sufren con mayor dramatismo las situa-
ciones de violencia e inseguridad, tanto como víctimas como en situación de 
victimarios. 

Al margen de estos puntos de vista divergentes sobre los factores precipitan-
tes de la violencia, hay que puntualizar que en Latinoamérica existen dife-
rentes manifestaciones de violencia que se recubren y se alimentan mutua-
mente, siendo muy diversos los actores, los espacios y las intencionalidades 
que participan de ella. En este sentido, existe la violencia urbana vinculada 
a la delincuencia común especialmente en las grandes ciudades, la violencia 
en carreteras, la violencia revolucionaria, la violencia contrarrevolucionaria, 



85��	�������
�������������
�����
�
����
�
���

la violencia armada, la violencia estatal, la violencia anti-indígena, la vio-
lencia intrafamiliar, la violencia de las bandas armadas, la violencia de las 
pandillas, la violencia de los carteles de la cocaína y la violencia generada 
por los movimientos sociales (Neira, 1990).  Asimismo, se habla también de 
violencias económicas, institucionales, culturales, intrafamiliares, políticas 
y violencias comunes. 

Si bien existe una “diversidad de violencias”, se tiende a vincular a la violen-
cia –en la coyuntura actual– principalmente con el fenómeno de la criminali-
dad en su dimensión individual y, a la vez, se tiende a ubicarla en un contexto 
sobre todo urbano, es decir, se la relaciona con la violencia delincuencial que 
anónima y cotidianamente afecta a la vida urbana. Al respecto, Del Olmo 
(2000) sostiene que “aún cuando un análisis más exhaustivo llevaría a cons-
tatar su presencia en una serie de sucesos que van más allá de la dimensión 
individual, el incremento vertiginoso, a partir de la década de los 80, en las 
&"����&	������'�	��������*�"��	�}	���	������	�"��	��������������	��"�*��	��-
dad” y especialmente “la criminalidad violenta”, ha llevado a que adquiera 
prioridad este aspecto”. 

Las diferentes Encuestas Nacionales de Victimización revelan que en la ma-
yoría de los países de la región se han incrementado las tasas delictivas, par-
ticularmente aquellas de naturaleza violenta. Dichas estadísticas dejan ver un 
notable incremento en los delitos de robo, hurto, asaltos, atracos y lesiones 
personales. Asimismo, dejan percibir que las tasas de homicidio, victimiza-
ción y mortalidad en accidentes de tránsito superan con creces, en América 
Latina, a las reportadas en Estados Unidos y Canadá. A ello se agrega  que 
países tradicionalmente seguros, como Uruguay o Argentina, han dejado 
	�"/�������"	�>��&	�$����%�+�%�&"�����	��&"���'&	�����$������������������	�
e inseguridad. 

Por otro lado, un estudio centroamericano realizado en cinco localidades 
de Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua y Costa Rica ha constata-
do la prevalencia de  porcentajes de victimización por hogares entre dos y 
tres veces superiores al de países industrializados, predominando los asaltos 
callejeros, robos de morada y agresiones armadas (Monsalve, 2009). Del 
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mismo modo, los datos estadísticos sobre la criminalidad señalan que Hon-
duras es considerado como el país más violento del mundo, pues tiene el 
record mundial de homicidios: 85.5 por cada 100.000 habitantes. Asimismo, 
se conoce que en algunos países como México, Perú, Colombia, Brasil, Ar-
gentina, Uruguay y Chile se han elevado los hechos de violencia callejera, 
criminalidad y secuestro. En el caso particular de Colombia, la violencia está 
vinculada a las acciones violentas desarrolladas por los grupos guerrilleros, 
����>"'&���&	"	*����	"���%������	"�����������	"���"/���2. En este país, la vio-
lencia es tan preocupante y dramática que un periodista ha podido escribir 
que la “violentología se ha convertido en una especialización típicamente 
Colombiana” (Neira, 1990). En cambio, en otros países como el Salvador 
y Guatemala, el crecimiento de la violencia y la inseguridad ciudadana se 
vincula sobre todo al accionar de las pandillas juveniles. 

Especialistas en el tema señalan que la medición de la inseguridad ciudadana 
se la realiza a través de la tasa de homicidios, pues se trata de un indicador 
riguroso, exacto y efectivo para mostrar el estado de la inseguridad y, a la 
vez, establecer ciertas comparaciones. De acuerdo a datos de un estudio rea-
lizado el año 2012 por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), el índice de homicidios en la región subió en un 12% en los últimos 
diez años, aunque hay países en los cuales el alza fue mayor, y otros en los 
que fue menor o decreció. Sin embargo, en términos generales, este informe 
señala que en la región se han registrado 100.000 homicidios por año y que 
en la mayoría de los países existen tasas de homicidio con niveles de “epi-
demia”. En relación a este delicado tema, la Organización Mundial de la 
Salud (OMS) y la Organización Panamericana de la Salud (OPS) señalan que 
América Latina tiene la tasa más alta del mundo de homicidios, calculándose 
en 21.3 por cada 100.000 habitantes. 

�	""	�
	�����§^��������������<'������W���*����{�"*������	������	�����	��
	-
ciones Unidas Contra la Droga y el Delito (UNODC), que reúne información 
de 207 países, revela que 17 países tienen las tasas de homicidios más altas 
del mundo, de 30 o más por cada 100.000 habitantes. Diez de estos países 

�� ]�{�"*	�������&�"���$����	��"����	��<'�����"�������%������������K�����	"*	�������"���
colombiano ha dejado al menos 220.000 personas asesinadas (La Razón, 25.07.13)
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son de América Latina y el Caribe, y los restantes siete países de África. Para 
efectos de comparación, los países de Europa con más ingresos tienen tasas 
de homicidios que oscilan entre 0.5 y 7.5 por 100.000 habitantes, lo que 
muestra la magnitud de la diferencia con nuestra región”

Otro delito que se ha incrementado en la región es el referido al robo y el uso 
de la violencia: aproximadamente 30 de cada 100 personas que habitan algu-
na de las ciudades latinoamericanas habrían sido víctimas de robos y hurtos. 
A esta inseguridad objetiva se suman los elevados índices de inseguridad 
subjetiva, pues en la mayoría de los países de la región existe un creciente 
temor por ser asaltado en vía pública de manera violenta y, a la vez, existe 
un alto grado de miedo a los ataques sexuales. Con relación a la inseguridad 
subjetiva, hay que añadir que también se ha constatado que, en el grueso de 
las naciones de América Latina, entre el 15 y 16% de las personas han sen-
tido la necesidad de dejar su barrio o lugar de residencia por la inseguridad 
que predomina, tanto en los espacios públicos como en los ámbitos privados.

Las conductas violentas y prácticas delictivas que proliferan en la región han 
dado lugar a un clima de miedo, temor, incertidumbre e intranquilidad que 
impide el ejercicio de derechos y libertades. En estos contextos de peligro-
sidad y violencia, el tema de la seguridad ciudadana se convierte en una de 
las mayores ansiedades, pues tanto sectores sociales pobres como grupos po-
blacionales ricos, habitantes de ciudades seguras o muy peligrosas, expresan 
por igual el mismo sentimiento, la misma angustia y ubican a la inseguridad 
ciudadana como una prioridad que debe ser atendida con urgencia, tanto por 
los gobiernos locales como nacionales (Briceño, 1999). 

Al consultar estadísticas sobre los problemas más importantes en Latinoa-
*�"��	������"�����<'����� �	�W���*	����	�	� �	� ����>'"��	����'�	�	�	����+	�
instalado en el centro de la agenda política de países como Argentina, Chile y 
Uruguay. En estos tres países hay un aumento de la criminalidad, la violencia 
y el temor, ubicándose éstos entre las principales demandas para los gobier-
nos nacionales y locales3. Al respecto, Basombrio (2013) expresa que a lo 
largo de los últimos años en casi todos los países de la región la violencia e 

3 Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2012-2016.
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inseguridad ciudadana han reemplazando a la pobreza y al desempleo como 
problemas principales o centrales de la sociedad, en este sentido, cada vez es 
*	%�"��	�&�"��&��������<'���	�����>'"��	��%����������������	������'��	����*/��
complicadas para la mayoría de los habitantes de zonas sobre todo urbanas.

Violencia e inseguridad ciudadana en Bolivia

Bolivia, hasta hace algunos años, presentaba bajos niveles de violencia e in-
seguridad ciudadana. A nivel latinoamericano se tenía la imagen de un país 
relativamente tranquilo aunque con ciertos niveles de “riesgo moderado”. Sin 
embargo, por una serie de factores estructurales y coyunturales, esta imagen 
����&	$��&	�$�����&	'�	���	*��������{'��*�����	����%�	+�"	�&"�����	����"����
“niveles de riesgo intermedio”, los que se relacionan sobre todo con el creci-
miento urbano, la crisis económica, la crisis urbana, la aplicación de severas 
políticas de ajuste económico, la reestructuración del sistema económico, el 
masivo éxodo rural, el crecimiento de la pobreza, la falta de empleos e ingre-
sos, la crisis en los principales agentes de socialización y la emergencia de 
nuevas formas de violencia e inseguridad ciudadana (Moreno, 2011).  

A decir de algunos especialistas, el incremento de la violencia e inseguridad 
ciudadana en el país se produce sobre todo a partir de mediados de 1985, 
a partir de la reestructuración de la estructura productiva y la transforma-
ción del rol del Estado, que se traduce en una profunda crisis económica, 
social y urbana, en aceleradas migraciones internas, en crecimiento urbano, 
en mayores situaciones de desempleo, desocupación, pobreza, miseria y en 
la aparición de nuevas formas de delito vinculadas a la proliferación de la 
demanda y la producción de drogas (Arratia, 1990). En función de esta rea-
���	��������	"�	���	���������>	�������<'��	�"*	��<'���	�{"��'����	���������	�
ahora es muy alta, está en ascenso y se ha agravado a partir de mediados 
de los años 80. Al respecto, los datos estadísticos del Comando General de 
la Policía revelan que en el trienio 1985-1987 se habrían registrado 30.431 
	������	������������	��%��� �"�*��	����� ��["�� ���������*	�����������������	�
extrema e irracional: robos, asaltos, atracos, saqueos, homicidios, asesinatos, 
linchamientos y otros hechos delincuenciales violentos. 
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Cuadro Nº 1
Conducta delictiva

��!"#��!"$%

Año Delitos con
Violencia

Delitos sin
Violencia

1985 46.8% ):26G
1986 41.9% 58.1%
(@H; )726G 49.8%

Fuente: Dpto. Nacional de Estadística del Comando General de la Policía Nacional

Penetrando aún más en el terreno de las cifras, se sostiene que a nivel na-
cional en el año 1997 se cometieron 148.290 delitos de diferente naturaleza, 
sobre todo vinculados a robos de especies, lesiones, violaciones, muertes de 
personas, robos, homicidios, suicidios y asesinatos; mientras que para el año 
2001 esta cifra aumentó a 182.195 delitos (Condori, 2004). En esta misma 
perspectiva de análisis, un estudio realizado por Mollericona (2007) informa 
que en el transcurso del periodo 1990-2001 los índices de delitos se multi-
plicaron en un 360%.

Otros especialistas expresan que la violencia e inseguridad ciudadana en 
el país se ha incrementado de manera “irracional” sobre todo a partir del 
año 2000. Se sostiene que entre los años 2003 y 2004 se habrían producido 
alrededor de 2.000 atracos, en el año 2004 se habrían cometido 3.700 ho-
micidios, entre el 2001 y el 2004 se habría consumado 8.000 violaciones, 
estupros y abusos deshonestos, además, en este periodo se habría establecido 
la presencia de 990 pandillas (Varnoux, 2003).  

Para el año 2006, según un informe de la Dirección General de Seguridad 
Ciudadana y Prevención del Delito, el panorama delictivo da cuenta de la 
comisión de acciones delictivas con mayor prevalencia en aspectos bastante 
violentos, principalmente vinculados a la acción de los atracadores, los cogo-
teros, los asaltantes de domicilios y los atracadores de sucursales bancarias, 
estaciones de gasolina y otro tipo de negocios. 
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En el año 2010, la Dirección General de Seguridad Ciudadana y Prevención 
del Delito, señala que el panorama delictivo da cuenta de la comisión de 
acciones criminales con mayor incidencia en aspectos igualmente violentos, 
sobre todo vinculados a la acción de los atracadores, los secuestros �C'����, 
los cogoteros, los asaltantes de domicilios, sucursales bancarias y otro tipo 
de entidades públicas (Moreno, 2011)

Por su parte, el Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2012-2016 revela que 
los registros de denuncias de hechos delictivos evidencian un incremento 
continuo desde el año 2005. En el año 2011, las diferentes divisiones de la 
Fuerza de Lucha Contra el Crimen (FELCC) habrían atendido 26.726 de-
nuncias de hechos delictivos, más que en el año 2005, cifra que además –en 
términos porcentuales– representa el 78% de incremento en siete años.

Cuadro Nº 2
��	
	�������&�����������&�	��������	���

������'�())�*++����*+�+

División 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011
Homicidios 62;@7 62J@K 3.193 :2;:@2 :2J7@ 3.863 K2(6H
Personas H26J7 H2)7: 11.659 (62HJ@ (:2;JH ()2;J) (;2;K@
Menores y 
Familia

:27)H 3.364 K2;)H 4.544 K2@;: J2H)7 6.141

Propiedad (62K); (62J67 15.356 (H2;6( 19.533 (H2J); (H2;KK
Económico 
Financiero

3.959. 4.199 3.869 K2;)J 5.484 J2J7: ;26K:

��		�%�
$��
�L/�
��

62H((2 :27:: 62J@: 3.343 3.463 K2HJ7 )2:H6

División 
Especiales

866 @;6 H;; @;: 814 (27KJ (27H6

Trata y 
O	����

7 7 7 7 334 338 458

Total Ge-
neral

34.201 35.385 42.405 48.945 51.978 57.982 60.927

Fuente: Elaboración en base a datos de la FELCC

Estas cifras y la evidencia empírica revelan que en el país, durante la última 
década, se han incrementado los delitos que conforman la denominada “cri-
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minalidad ordinaria”, es decir, aquellos delitos que afectan directamente a las 
&�"���	��%��	�&"�&���	���	�$���*�����+	��*�����	����	��*��	���	�������'���
de la violencia y el uso de armas. Asimismo, se advierte que un delito que 
+	��"������&	'�	���	*��������/�����'�	���	��	��"	�	�%��"/�������&�"���	����	��
desapariciones y los llamados “secuestros �C'����”, sobre todo de personas 
jóvenes. 

Se considera que en el país el incremento cuantitativo y la transformación 
cualitativa de la violencia, la conducta delictiva y la inseguridad ciudadana 
no tiene una determinación “monocausal” sino que contiene una explica-
ción “multicausal” y “muldimensional”. Ésta se encuentra determinada por 
una serie de eventos socioeconómicos, sociopolíticos y socioculturales que 
producen y reproducen coyuntural y estructuralmente, tanto a nivel mundial, 
como a nivel nacional, regional y local. Independientemente de sus factores 
precipitantes, la situación de la violencia está especialmente vinculada a la 
violencia callejera, los asaltos y los atracos. Asimismo, los mecanismos de 
��>'"��	��&W[���	��������������	�"*	"�<'�����	����>"	����������'*�����[�-
bidas alcohólicas ha pasado a ser la causa principal de los hechos delictivos, 
pues en estado de ebriedad se comenten robos, violaciones, accidentes de 
tránsito, homicidios y asesinatos.

���{'�������������"�>���"���&�����	��������&'����	�"*	"�<'��������	��	�&��	"�
de tener un incremento constante de los indicadores de delito y violencia 
en los últimos años– aún no se encuentra entre los países más peligrosos y 
violentos de la región4. Especialistas en el tema sostienen que la medición 
de la inseguridad ciudadana se la realiza mediante la tasa de homicidios ya 
que este indicador es el más fácil de registrar y comparar, puesto que ofrece 
menos riesgos en su registro y por estar asociado a un conjunto de otros de-
litos. Según estadísticas del PNUD, las naciones latinoamericanas con más 
índices de homicidios son Brasil, Colombia y Ecuador; en cambio, entre las 
������	����<'��"�>���"	���	����{"	��*/��[	`	���>'"	���+������">�����	����"W�
%�������	������������������'��"	�����^������_	�	�<'������'"	��������&	$��<'��
presenta la mayor tasa de homicidios, 85.50%; la menor tasa se encuentra en 
Chile, con 3.7%, y Bolivia presenta una tasa de 10.81%. 

4 Decreto Supremo Nº 1364. Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2012-2016.
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Una de las características esenciales de la sociedad boliviana es la “casi 
���=�������	�����&��$���	��&W[���	��&�	����	�	�����������	���&	"����&	���	��%�
operativas. Por lo general, “diseñadores”, “operadores” e “implementadores” 
de políticas públicas están más interesados en desarrollar acciones inmedia-
tistas, coyunturales y demagógicas que en desplegar estrategias o acciones 
�{�����	�����������	���{	���[����%�����	">��	����������������*	"����������������
������'����	���	��� �	�����	��	��%����������	�����	�>'�	��&��$���	��&W[���	��
sólo se explican por el poder que las sustenta, al punto de implementarlas sin 
el consenso y la participación social, sino a través de amenazas, extorsiones 
y el ejercicio de imposiciones, presiones y represalias.

Por si esto fuera poco, en el país prevalece la tendencia a implementar re-
{�"*	���&"�*'�>	"���%���%����{�"*	"�������'�������&W[���	�������	��'��������
“voluntad política”, es decir, sin una adecuada asignación de recursos físicos, 
económicos, humanos y de infraestructura que permitan llevar a la práctica 
las disposiciones aprobadas y las acciones institucionales encomendadas. A 
estos males sociales se suma el hecho de que en las instituciones públicas en-
cargadas de “operativizar” planes, políticas públicas y nuevas disposiciones 
legales prevalece una “alta rotación” de autoridades y de funcionarios que 
conduce a un camino de equivocaciones persistentes, pues cuando se hace un 
esfuerzo y se avanza en la solución de alguna problemática, de manera casi 
previsible el “sucesor” deja a un lado el “logro alcanzando” por el “antece-
sor” y nuevamente se comienza de “cero”. 

Estas realidades revelan serias discrepancias entre lo regulado formalmente 
por normas y valores que se intentan proteger y, por otro lado, los valores, 
actitudes y hechos que se dan en la realidad concreta de los actores sociales 
e institucionales. Tal como sucede en otro orden de cosas, esta situación des-
crita también se replica con ligeras variantes en el diseño, elaboración y la 
implementación de las políticas públicas de seguridad ciudadana. 

A partir de la recuperación del sistema democrático, uno de los problemas 
más graves que amenaza a las “grandes” ciudades bolivianas es el vinculado 
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	� �	� ���'	����������������	� �� ����>'"��	�� ��'�	�	�	��[`����	�%��� �'[`����	�
vivida por la mayoría de los habitantes urbanos. Frente a este panorama, 
el Estado reaccionó incrementando el presupuesto a la Policía, comprando 
�<'�&���*/���������	�����	'*���	�������������>�����&�����	���*����	"�
	����
las respuestas a la inseguridad ciudadana e implementando ciertos planes y 
reformas policiales, olvidando o ignorando que las causas profundas de la in-
seguridad ciudadana están estrechamente vinculadas a los problemas econó-
micos, la descomposición social, la crisis en los agentes de socialización, la 
pobreza, la miseria, el hambre, el desempleo, el subempleo y la prevalencia 
de ciertos patrones culturales.

������	� �$��	�����=&���	�����������[�� ��*	"�����'���	�<'�� �	������'��	����
económicas producen una masa de fuerza de trabajo disponible para engro-
�	"��	����	������	�������'����	��">	��
	�	����	���������	��������'	�����['��	�
de la sobrevivencia cotidiana. Asimismo, se debe considerar que la rentabi-
���	�������>��������*������	"���"/������	�&"�����'�����%�����"�*����">	��
	-
do, son otros incentivos importantes en el clima de inseguridad. Además de 
ello, también es preciso reconocer que el lucrativo negocio del expendio de 
bebidas alcohólicas, estupefacientes y la desesperanza de miles de jóvenes, 
son también factores determinantes, así como la corrupción administrativa, 
policial y judicial, la concentración poblacional y la ausencia de servicios 
públicos son también factores precipitantes apropiados para este clima de 
violencia e inseguridad ciudadana.  

A partir de la constatación de que los factores precipitantes y los efectos de 
violencia, delincuencia e inseguridad ciudadana son diversos y bastante com-
plejos, y que por lo tanto no existe una explicación exclusiva que dé cuenta 
de esta “multidimensionalidad”, también es necesario comprender que tam-
poco existe una forma única de prevención y de atención de la violencia, el 
delito y la criminalidad. En tal sentido, se considera que estos problemas 
sociales, al presentar una situación “multidimensional” al momento de anali-

	"�����"�K�=���	"����%��"	�	"����"������"�����"�<'��"�������	��*&��*���	�����
de “enfoques multidisciplinarios” que consideren las variables que aportan, 
entre otras, la economía, la sociología, la psicología, la comunicación y la 
educación. 



94 ����
�
	�����
������

Si bien en los últimos años se ha intentado poner en práctica una serie de 
políticas públicas para enfrentar las nuevas dimensiones de la violencia, la 
criminalidad y la inseguridad ciudadana, aún no se ha logrado el éxito es-
perado, pues las ciudades y sus habitantes continúan siendo prisioneros de 
estos males sociales y, además, se considera que esta situación solamente se 
podrá revertir con un cambio radical de paradigma, que transite de acciones 
represivas a estrategias sobre todo preventivas. Sin embargo, se debe con-
siderar que las políticas públicas de seguridad que centralicen su accionar, 
%	���	������""�������%�&�"�&�����	������"	��>�	��%��/����	��&'�����	��%���&"�-
ventivas solamente, van a tener éxito si toman en cuenta dos circunstancias 
principales: los factores estructurales y los factores institucionales. 

Esta situación implica que para evitar condiciones que expongan a la socie-
dad en su conjunto al desarrollo de conductas delictivas, violentas y crimina-
les no sólo basta con el diseño de una buena política de seguridad ciudadana, 
sino que es preciso impulsar paralelamente políticas de empleo, salud, edu-
cación, vivienda y participación social, así como combatir decididamente el 
�	"���"/��������	���+����*����	��"�>	����������������*&������	������'&	������
la pobreza y otros aspectos negativos que impiden un desarrollo humano 
integral y una vida digna. 

Con relación a este último punto, se conoce que el nuevo modelo de seguri-
dad de seguridad publica implementado a través de la Ley 264 del Sistema 
de Seguridad Nacional de Seguridad Ciudadana “Para una Vida Segura”, 
aprobada el 31 de julio de 2012, contempla un paquete de normativa comple-
mentaria con el propósito de establecer soluciones estructurales al problema 
de la violencia, la delincuencia, la criminalidad y la inseguridad ciudadana. 
Nos referimos a la promulgación de la Ley 259 de Control del Consumo y 
�=&�����������[��	������+����	����	�}�%���������"	��	�~"	�	�%�~"	�������
Personas, la Ley 348 para Garantizar a las Mujeres Una Vida Libre de Vio-
lencia y la Ley 400 de Control de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos 
y otros Materiales Relacionados. 

También estamos al tanto de la asignación de una cantidad importante de 
recursos económicos provenientes del Impuesto Directo a los Hidrocarburos 
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para ser programados y ejecutados para la seguridad ciudadana por prefec-
turas y alcaldías. Según el informe presidencial de la gestión 2013, para el 
año 2005 las prefecturas tenían 10 millones de bolivianos y las alcaldías 12 
millones de bolivianos. El 2013, las gobernaciones disponen de 1999 mi-
llones de bolivianos y las alcaldías de 420 millones de bolivianos. Por otro 
lado, también estamos informados que se han adquirido vehículos, motoci-
cletas, helicópteros para proporcionar mayor seguridad, así como del hecho 
de que en algunas ciudades del país se han instalado cámaras de seguridad y 
monitoreo electrónico. Según información proporcionada por el Ministerio 
de Gobierno, también se ha incrementado el número de policías: en 2005 
se tenían 26.151 policías, para el año 2013 se tenían 36.057 policías. Esto 
implica que si antes se tenía un policía para 360 habitantes ahora se tiene un 
policía por cada 304 habitantes.

Reformas policiales

Históricamente la Policía Nacional surge para proteger ciertos “privilegios” 
y preservar cierto ��
������, y no precisamente como una institución “espe-
cializada” en preservar el orden, investigar delitos y prevenir manifestacio-
nes de inseguridad ciudadana. Organizada bajo parámetros que correspon-
����	��	���>��	�*����	"�&"�����	�'�	���"����������'��	����%�&"�[��*	��<'�����
explican por un conjunto de factores estructurales y coyunturales vinculados 
principalmente a la dependencia del país, la injerencia militar, la intromisión 
de intereses político-partidarios, la formación policial, la cuestión de los as-
censos, la mercantilización de la carrera policial, la corrupción, el prebenda-
lismo, la relación directa con delincuentes, la escasa valoración social a la la-
bor policial y la falta de medios y recursos. Por ello, no resulta casual que el 
	�����	"�&�����	�����+	������>�	���&�"��	�����������	�������	��	����""'&������
negligencia, complicidad y, además, se encuentre particularmente circunscri-
to al control y la represión política y no necesariamente al mantenimiento de 
la seguridad y el orden interno. 

En este marco, resulta paradójico el hecho de que haya sido el propio Estado 
el que hubiera contribuido a crear los factores condicionantes para la actual 
crisis institucional y la estigmatización social de la Policía Nacional. Esto 
a raíz de que en sucesivos gobiernos se ha utilizado a las fuerzas policiales 
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preferentemente para la contención de huelgas, para el desbloqueo de cami-
nos, para reprimir manifestaciones sociales, para la represión política y para 
el desalojo de minas y tierras, y no exactamente en acciones de prevención 
y represión del delito.

En este sentido, una vez instalada la democracia, y con el propósito de rever-
tir la “mala imagen” de la Policía Nacional, el Estado boliviano implementa 
una serie de “reformas policiales” a través de comisiones consultivas confor-
madas por autoridades nacionales, parlamentarios, académicos, intelectuales 
y los propios policías. Lo que sigue a continuación es un breve recuento de 
las reformas policiales implementadas en el periodo de recuperación y con-
solidación del sistema democrático.

Cuadro Nº 2
Reformas a la policía

�!"*�*+�+

Gobierno Ministro Coman-
dante

Causa Propuesta Efectos

�
��
�
�����
(@H6!(@H)

Mario 
>�������
(@H6!
1983

Mario 
Terán
1983

��		�%�
$�����
la institución 
y faltas a la 
moral

Imponer la disci!
plina para lograr la 
imagen de plena 
autoridad en la 
Policía

Depuración

����S�!
mora
(@H@!(@@:

Guillermo 
��%�!
/
����
1989

Gral. 
Jaime 
�X
%���

1989

Irregularida!
des, maltrato 
y asesinatos 
en la granja de 
	���/
�
���
$��
Y��
��
%�Z�
[2

������


$�����
DDHH de Diputa!
dos propuso una 
	�\�	������������
Orgánica de la 
Policía.

Proceso iniciado 
contra los invo!
lucrados en ase!
sinato, lesiones 
graves, vejacio!
nes y torturas

��	��
�
������	�
1991

Gral. 
Jaime 
�X
%���

(@@6

���^�>����	�!
ga una lista 
���K7�%��
�0�
�
implicados en 
�����	���	#���

Depuración de 
K7�%��
�0�
�����
�����������������
Policía y Ministro 
del Interior

���/
������>����
Mando y del Mi!
nistro del Interior.

Marco 
Antonio 
Oviedo
(@@6

_	��2���

�
Prieto

��
��Y����!

�[����		�%�
$��
y vínculos con 
�����	���	#���2

Reestructuración 
en Formación 
Educativa, Des!
����	��
���
$���
Asuntos Internos y 
`
�����


*��	���
���
$��
de organismos 
dependientes de 
la Policía.
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�#������
���������
(@@:!(@@;

Germán 
Quiroga
1993

Gral. Ei!
��	��$%��
1993

Ítems fantas!
mas que se 
��/	�/������
�����������
General

���/
�	�
��
imagen represiva 
y vincularla a la 
democracia

���/
������>����
Mando

h����	�
��#	��
(@@;!677(

Guido 
Nayar
(@@;

Gral. 
w�
X���0
�
Medina

Denuncia de 
Malversación 
de Fondos de 
�x�z�z��%�	�
��������2�������
Policía.

�����������������
�������	
������
�	�����
$���
���!
dana.

���/
���������L!
pula y ajustes en 
���#�/
�����	���
!
vo y operativo.

Walter 
Guiteras
1999

Gral. 
*�/�	��
�X	��2

Reincorpo!
ración de 
policías dados 
���/�Z�������!
nera irregular: 
��
��`	�����
����

���%	����������
^2�2�6)K;;�&������
vigencia al Plan de 
Reestructuración.

Depuración 
Policial.

Quiroga 
*��0	��
677(!6776

w�
X���

�
��%�
6776

Walter 
��		�
��
6776

Asalto a 
�*z��_x*�
por una red 
de criminales 
dirigidos por 
�-�%��
�0�
2

^�
%��
�
��	��

�
�
���
����
��	���

���
	�/	
�������
seguridad ciudada!
na. 

���/
�����>����
Mando Policial.

�#������
���������
677:

>�/�	���
Passer
677:

Gral. Ed!
gar Pardo

Motín Policial 
����(6���(:����
\�/	�	�

Aplicar una política 
���
��������������
contra la corrup!
ción para lograr 
transparencia.

En proceso,

Mesa 
_�

/�	�
677:!677K

Alfonso
`�		����

���2�^��
��
Aramayo

Acusaciones 
de corrupción 
contra el Gral. 
w�
	������/	
��
que fue desti!
tuido.

Una comisión na!
�
������	���
������
*�\�	���	��/����
������
�
�������2

En proceso.

Morales 
Ayma
677)!677@

Alicia
��~��

Gral. 
Isaac
Pimentel
677J

��
�����
asesinato de 
�-�	��Z�	�
�
austriacos.

�����	�����	�����
��		�%�
$�2

Desaparición 
de la PTJ y la 
conformación de 
���`���2

Morales
Ayma
67(7

�����
���	���


Gral. 
Oscar
Nina

Acusaciones 
de corrupción 
en altos jefes 
policiales

>��/�	�������
�
�����
�������		�%!
ción en la Policía 
Nacional

Transformar el 
sistema institucio!
nal de la Policía

}���	">'*������<'���	����	��	��'
��'	�������&"�������`'�����	"��	��*&��*��-
tación de cierta “reforma policial” están vinculados principalmente a la co-
""'&�������	�����������	���	�������'����	���	��{	��	��	��	�����	�%�����	�����	�����
En tal sentido, lo que se intenta con estos procesos de “reestructuración y 
modernización de la Policía Nacional” es revertir esta “mala imagen poli-
cial” y, a su vez, inaugurar profundos cambios que incluyan principalmente 
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la profesionalización especializada del contingente policial en las activida-
des de investigación criminal, control social, seguridad pública y prevención 
del delito. Sin embargo, como se podrá advertir, esta cantidad de reformas 
policiales no tuvieron el éxito esperado y sólo se han reducido a cambios y 
destituciones de las autoridades policiales.

Planes de Seguridad Ciudadana

Frente a una realidad signada por la violencia y la inseguridad ciudadana el 
Estado se ha visto obligado, paralelamente a las reformas policiales, a refor-
mular las políticas de seguridad interna. En este sentido, varias fueron las 
respuestas estatales, entra las principales están las siguientes:

���������{"�����	��	�&"���{�"	��������	������	������$���	����>	�	��	���	"���"/�-
co, principalmente vinculadas a la oferta y demanda de la cocaína, se crea la 
�'�"
	���&���	�����}'�+	�����"	����
	"���"/�������}�
��

En 1990, ante el incremento de la violencia, la delincuencia y la inseguridad 
ciudadana, se institucionalizan mecanismos operativos, unidades de coor-
���	�����%�&�	����	�����&	"	���{"���	"�&"�[��*	�������>'"��	����'�	�	�	�

����������'�>������	���	[�"	��������'����	>��������<'����������	�	��	��&	�-
dillas, los asaltos, los atracos, el alcoholismo y la drogadicción como los 
principales factores precipitantes de la inseguridad ciudadana, se formula el 
denominado Plan de Seguridad y Protección Ciudadana por la Familia, que 
incluye la reforma institucional de la Policía. Dicho Plan de Seguridad Ciu-
dadana será relanzado en 1998.

En 1999, se instituye el denominado Plan Integral de Seguridad y Partici-
pación Comunitaria, que incluye la participación y el apoyo efectivo de los 
militares. En este mismo año se plantea el “proyecto” de Ley de Seguridad 
Ciudadana.

En el año 2000 el gobierno establece el Plan Ciudadela, que también incluye 
la militarización de la seguridad ciudadana y, además, busca involucrar a los 
vecinos en las acciones de prevención y lucha contra las manifestaciones de 
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inseguridad ciudadana,
En 2001 se lanza el Plan Tranquilidad Vecinal, que incluye militares y efec-
tivos de las prefecturas y los municipios. Asimismo, se procura incorporar e 
involucrar la participación vecinal y surge el denominado “serenazgo”.

En el año 2002 se lleva adelante el Programa de Vigilancia Participativa, que 
incluye vigilantes civiles barriales y, además, se lanza el Plan de Emergencia 
de Seguridad Ciudadana que moviliza una gran cantidad de efectivos poli-
ciales y militares.

En agosto de 2003 se implementa el denominado Plan Integral de Seguridad 
Ciudadana y de Orden Público, que crea el Consejo Nacional, Departamental 
y Municipal de Seguridad Ciudadana. En este mismo año se promulga la Ley 
del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana.

En septiembre del año 2012, mediante Decreto Supremo Nº 1362, se imple-
menta el Plan de Seguridad Ciudadana 2012-2016, como un instrumento que 
se constituya en la base para que se consoliden acciones conjuntas compro-
metidas y responsables, impulsadas en los niveles departamentales y muni-
cipales a través de la Policía Nacional.

En abril del 2013 se pone en marcha el Plan Chachapuma, que busca ejercer 
un mayor control sobre la actividad delincuencial y el crimen organizado en 
todo el territorio nacional, con el propósito de que la población se sienta más 
protegida y segura.

Cuadro Nº 3
Planes de seguridad ciudadana

�!!$�*+�0

Año Denominación Características
(@@; ������������	
�����
��������%�	����

Familia
Fortalecimiento de la Policía y 
participación vecinal

1998 ������������	
�����
��������%�	����
Familia

Fortalecimiento de la Policía y 
participación vecinal
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$��������
���	
����
ciudadana

6777 ������
������� ���
�������
������	�	�����
����
��
�
%�	��	�\�	��	������/�	�%��
�
��������
�
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Al igual que el fracaso de las reformas policiales, la implementación de estas 
diversas modalidades de prevención y atención de la violencia, la delincuen-
cia y la inseguridad ciudadana, aún no han alcanzado el éxito esperado. Más 
aún, en muchas ocasiones se ha caído en una especie de “circulo vicioso”, 
es decir, a más planes de seguridad, mayores niveles de inseguridad; a más 
drasticidad en las sanciones y más mecanismos “informales” de protección, 
mayores niveles de violencia, todo ello sin poder lograr establecer paz y tran-
quilidad, y sin poder siquiera salir de este “circulo vicioso”. 

En este clima de fracasos, se considera que para salir de esta situación re-
sulta imprescindible que los Planes de Seguridad Ciudadana giren en torno 
a lo que se viene a denominar la “prevención situacional” (Carranza 2004), 
es decir, considerar que determinados hechos de violencia, delincuencia e 
inseguridad se dan con mayor frecuencia en determinadas condiciones y, 
por lo tanto, lo que se debe procurar es actuar sobre esas condiciones para 
reducir su incidencia. Esta realidad implica adoptar medidas de mediano y 
largo plazo que requieren de la convergencia de políticas públicas en otros 
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sectores del Estado, aquellos vinculados al empleo, ingresos, educación, sa-
lud, vivienda, esparcimiento, etc. Se considera que este es el “meollo de la 
cuestión” y no aquellas respuestas inmediatistas, coyunturales, demagógicas 
<'������'���	�������	��'�����������'��	��&��$���	�%�<'���������"�['%���	��	�
���'���������&"�[��*	�������<'��*/��[��������'��	��	W��*/���	����{�"*	�����
���'�	���*'���	��&	�$��	�%��"	�<'��	�

En contraposición, en anteriores gobiernos “se ha insistido” en la necesidad 
de fortalecer la institución policial en términos de mayor y mejor dotación de 
recursos humanos, infraestructura, medios de comunicación y transporte. Si 
bien estos elementos son de suma importancia es preciso también compren-
der que la solución del problema de la violencia y la inseguridad ciudadana 
no sólo pasa por establecer soluciones “técnicas” de corto plazo, sino que se 
trata de proponer acciones de corto, mediano y largo plazo que deben enca-
rarse simultáneamente en el marco de una lucha en el cambio de imaginarios, 
conocimientos, actitudes, prácticas y representaciones sociales, siendo preci-
���&	"	�������*&��*���	"�%����	""���	"�&"������������������%�&�	����	�������
comunicación, información, sensibilización, concientización y participación 
de la sociedad en su conjunto. 

Como bien lo señalan algunos especialistas en “estrategias de comunica-
ción”, para lograr el apoyo sobre una determinada reforma política, social o 
económica, para involucrar a los sectores sociales en dicha reforma y para 
articular los propósitos de dicha reforma con los intereses no sólo de la “po-
[�	�����*��	�%���[������	"�	�� �������� �	� ������	����� �'� ���`'����� "��'��	�
imprescindible generar, interrelacionar, transformar y difundir sentidos y 
��>����	����	��"	�������&"������������*'���	�����%����*�����
	���������	� 
(Toro y Rodríguez, 2001). 

Labor Policial

A pesar de las constantes reformas introducidas en la institución policial, con 
el propósito de lograr un fortalecimiento institucional y superar su imagen 
���&"����>�	�	������������������	�$	�������&���[�������	"�����'�	������$	�
	-
����	������	[���%��������������*/���	��������	����	���=���������"���"���>���-
ralizado de que la institución policial históricamente carece de credibilidad 
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Una encuesta llevada a cabo en enero y febrero del año 1998 por Trasparen-
cia Internacional, en coordinación con el Instituto Nacional de Estadística, 
que entrevistó a 32.640 personas en 6851 hogares, reveló que todavía se con-
sideraba a la Policía como la institución más corrupta del país. Además, los 
���'���	�����	����	"���	����	�����	���	����	�	����*���	��<'��"�<'��"������	�
reforma más radical entre todas las instituciones bolivianas. Si bien por esa 
época la población boliviana ya se quejaba de la policía, se considera que en 
�	���%'��'"	�	��'	�����+	�&�"��&�������>	���	�������+	�*�����	����'[��	�-
cialmente. Para el año 2014, un sondeo realizado por la revista “Poder y Pla-
cer” revela que sólo cuatro entidades nacionales tienen nota de aprobación: 
los medios de comunicación social, la Iglesia Católica, el Gobierno nacional 
y el Defensor del Pueblo, el resto fue aplazado. Entre las instituciones que 
"�&"�[	"��� �>'"	�^���	*[��	� }�>���	���	�� �'�"
	���"*	�	�����'	�	� 
	-
cional, Tribunal Supremo Electoral, Tribunal Constitucional, la Policía y la 
Justicia Boliviana. Desagregando esta información se tiene que los medios 
de comunicación son las instituciones con mayor credibilidad en el país, 
con un puntaje de 75.5%, en contrapartida, las  instituciones estatales menos 
creíbles son la Policía y al Justicia con 40.3% y 31.4%, respectivamente. En 
{'���������������"��'��	������������=	>�"	���	�"*	"�<'������	�*	%�"$	����
las encuestas la labor policial y judicial casi siempre salen mal paradas y con 
'�	��*	>�������������	�
	������������	������&�"	���	�

En relación a la presencia de los policías en las calles, has que señalar que esta 
situación provoca entre la ciudadanía una serie de sentimientos encontrados: 
van desde la tímida aceptación, pasando por el menosprecio y la indiferencia, 
hasta llegar al rechazo absoluto y la estigmatización. Para comprender estas 
contradictorias construcciones sociales es preciso reconocer que la Policía es 
una de las instituciones estatales con las que la sociedad debe convivir me-
diante relaciones bastante complejas, contradictorias e incomodas. Además, 
su papel representando al “Estado en las calles” la hace muy vulnerable a 
numerosas tentaciones y, por ello, es frecuentemente cuestionada por la socie-
dad en su conjunto. En efecto, su relación directa con el criminal y el delin-
cuente, los habitualmente magros salarios de los policías, la escasa valoración 
social que la ciudadanía le concede y el hecho de circular armada y con un 
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poder frecuentemente sobredimensionado en medio de la gente común, son 
factores casi insalvables de desviación en sus funciones legales.   
Por estas y otras razones, a nivel nacional prevalece una “mala imagen poli-
cial”, la que se expresa en la subjetividad y las representaciones sociales que 
producen y reproducen la mayoría de los  ciudadanos a través de expresiones 
como: “la Policía no sirve para nada”, “los policías ven el uniforme como 
una forma de enriquecimiento”, “la Policía brilla por su ausencia”, “la gente 
tiene más miedo de la Policía que de los ladrones”, “la Policía sólo sirve 
para reprimir”, “los policías son unos maleantes”, “policías y rateros son la 
misma cosa”, “los policías son unos prepotentes”,  “los policías se atienen a 
sus armas”, “los policías son violentos”, etc. 

En descargo de la policía algunos informes señalan que los policías –par-
ticularmente de base o de bajo rango– desarrollan su profesión y su labor 
������	�	����'������"���[	��	�������K������������"	�����"���%�&���>"�������-
bre todo cuando tienen que enfrentar situaciones de violencia e inseguridad 
��'�	�	�	���������"��'"����%�������*�����������	"�������"��������{'�"	�&�����
se advierte que no cuentan con salarios justos, no hay capacitación constan-
te, no cuentan con los insumos de trabajo ni de investigación, tampoco hay 
posibilidades de comunicación y transporte rápido, una buena parte de sus 
����	�	�������%���"�>�*����������"�W�����	�������������������	"�	��%�	���'	-
das. Son estos elementos, entre otros, los que no salen a la luz pública a la 
hora de evaluar el trabajo de la Policía. Sólo se impone la tendencia de per-
��[�"�	��	�������'�����&�����	����*��������*��������""'&������������������	���
“complicidad” e “impunidad”.

����������=�������"	�����"���%����K�������� ��>�	���&�"�'��*	"�	����������
en términos de recursos humanos, materiales, medios, infraestructura y una 
mala imagen que prevalece en la labor policial, determina que la mayoría 
de las víctimas de la delincuencia, la criminalidad y la inseguridad no sepan 
a dónde acudir ni qué hacer en caso de robos, asaltos, atracos, violencia o 
*'�"�������	�>'�	�&�"���	��������	�'��"�	��	�������	������	��"�&	"���������&�-
����	����������	������	����*�������������%����	
��&'�������&����$	��	">'%���
<'������'���	�����������'���������"��'"����%�����<'�&	*�����������	"���&	"	�
iniciar y desarrollar un proceso investigativo.
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Testimonios de victimas o familiares revelan que en muchos casos los poli-
cías hacen poco o no hacen nada para investigar y solucionar casos o denun-
cias. Suele ocurrir que cuando una víctima “sienta o realiza” una determi-
nada denuncia, en los policías existe la tendencia a “derivarla a otra unidad 
&�����	���&�"<'��	�"*	��<'������	�������������'���*&������	���<'�������-
""��&�����	���	��'���	����}��&	"	��`�������<'��������	������	��'��	*�����
���$	��	�����'���	����	���"	������	�%������"�*�����	��	������	�	���"��"��������
�����������'��"	������*������	*���<'���������	�������	�����	��������'�	�*�-
��"����'����+$�'�������"	��&�"���&W[�������	����'���	�<'�����+	�����������	��
����	���}����&'������"���"��	�	���>W������"���"��������������>	��"�	��	����-
cinas de Tránsito, ya que se trata de un hecho que involucra a un vehículo, o 
la Brigada de Protección a la Familia, ya que el hecho involucra a una menor.

Cuando se trata de llamadas telefónicas sucede lo mismo: o tardan demasia-
do tiempo en atender el pedido de “auxilio” o, en el peor de lo casos, no res-
&����������	*[����	������	���=�'�	�����`'�����	������������	��'���	�������
policía y de seguridad ciudadana varían desde que “hay que atender un área 
muy grande pero que ya deben estar llegando los policías”, a que “el policía 
����'"������/����������	�������	���%��<'������	��&'������`	"�&	"	��"�	�	�����"�
a los pedidos de auxilio” (Indaburu 2004).

En contraposición, los policías sostienen que a pesar de sus enormes limi-
�	��������"	[	`	�������	�*	%�"����	��	�%���������	�&���[����&'���	����'�	�
denuncia o llamada de auxilio el policía atiende el caso mediante la acción 
directa, toma las primeras medidas necesarias, auxilia a las víctimas, inau-
gura la investigación, detiene a los infractores, protege la escena del delito y 
llama a los especialistas para resolver la denuncia. Para cumplir sus obliga-
��������	�"*	��<'���'���	���������&�"���	��	���'	���<'���"	[	`	�&�"��'"����
para atender las 24 horas. Aunque sí reconocen que en el horario nocturno no 
se atienden todos los casos que se presentan, esto debido a que no se reciben 
denuncias escritas o verbales y sólo se atienden aquellas denuncias donde 
existen acciones directas y se tienen detenidos. Por otro lado, informan que 
para llamadas de auxilio se cuenta con los servicios del 110 y de la Patrulla 
de Auxilio Ciudadano (PAC).
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Estudiar los hechos de violencia, delincuencia, inseguridad ciudadana y 
mecanismos de seguridad pública en un determinado contexto espacial y 
��*&�"	��"�&"�����	����"�	������'��	����*�������>��	���������	���"���"�
�	�	-
lítica, y en función de la constatación de que no existen conceptos buenos 
o malos sino más bien útiles e inútiles, es muy importante seleccionar y 
�����"�	<'������������&�����`���<'����������*/��	���'	����&	"	����	""���	"�
el abordaje del objeto de estudio de manera clara, objetiva, exacta y opera-
���	����$��&�"��`�*&�������+	������	���<'������=�����'�	�����������W���	�%�
>��[	��
	��"	���� �	���������	�%��� ����>'"��	����'�	�	�	���=������*W���&����
������������<'��"��&������	�����"*��	�����"���"�������"������*�������>�����
e inclusive ideológicos. 

�����	�����'��	�������&�'	�����	>"�>	��������*	����	�'*�"�'������"*��	���
enfoque teórico, pues existe la tendencia de establecer “sesgos abismales” en 
el análisis, como resultado del esquema ideológico que se pueda asumir.  Por 
ejemplo, en relación a la violencia y la conducta delictiva existe una vasta 
literatura desde diferentes disciplinas, enfoques y paradigmas. Algunos tra-
bajos sostienen que la violencia y la delincuencia tienen mucho que ver con 
la realidad económica y social que prevalece en un determinado país, pues 
	�"*	��<'��������+	%�&�["�
	�������'&	������*���"�	��+	*["��%�{	��	����
oportunidades de empleo e ingresos, es donde más se produce y reproduce 
la violencia, la delincuencia y la inseguridad. Bajo este paradigma de ex-
plicación “marxista”, la falta de empleos estables y productivos obligaría a 
algunos desocupados y subempleados a desarrollar acciones delictivas para 
satisfacer ciertas necesidades de sobrevivencia. 

En la otra línea de explicación, se sostiene que no todos los actos violentos y 
delincuenciales son resultado de la precariedad económica, sino que princi-
palmente son resultado del “espíritu delictivo o delincuencial” de quienes los 
llevan adelante. En la lógica de este paradigma, se sostiene que particular-
mente los inmigrantes –al trasladarse a centros urbanos– pierden sus valores 
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tradicionales y sus controladores sociales y, por lo tanto, son muy proclives 
a la desorganización y el desarrollo de conductas disóciales. Esta visión im-
plica que al existir cambios en los principales agentes de socialización, en 
��"*��������{	*���	�����'��	�%�"���>���������������'�����"	�������K���������
la realidad social y se encuentra más predispuesto a transgredir los valores 
y las normas socialmente aceptadas y establecidas. Asimismo, esta visión 
“funcionalista” deduce que cuanto más joven la población de una sociedad, 
tanto más delito existe; y a mayor tiempo fuera de la escuela y de la familia, 
también resulta mayor la incidencia delictiva (Carranza, 2004). 

Según estos argumentos teóricos, las conductas disóciales no derivarían de 
cuestiones económicas sino de la falta de integración del individuo en una 
comunidad social más amplia, donde los principales agentes de socialización 
y los mecanismos de control, social se han vuelto más cortos y limitados 
(Briceño, 1999). Si bien este paradigma puede tener el respaldo de ciertas 
evidencias empíricas, se considera que las causas “sociales” para la emer-
gencia de una sociedad más violenta y peligrosa se explican, principalmente, 
&�"��	������>'	��	����%��������K������<'��>���"	�'�	����"'��'"	�����������-
mica polarizada entre grupos sociales privilegiados y vastos sectores sociales 
que viven en condiciones de deterioro, exclusión, postergación y discrimina-
ción. Desde esta perspectiva existirían claras relaciones de correspondencia 
entre situaciones y manifestaciones de pobreza, marginalidad con conductas 
violentas y actos criminales. 
 
En el tema de las políticas de seguridad publica también existen dos inter-
pretaciones básicas, contradictorias y excluyentes de cómo enfrentar el pro-
blema: una de extirpación y la otra de incorporación (Basombrio, 2013). La 
primera tiene una cierta explicación psicológica en vista de que la respon-
sabilidad de un delito recae en el individuo que lo comete y, a la vez, existe 
una sociedad bastante permisiva con el delincuente, por lo que debe existir 
*	%�"��"	������	������	��&��	��%�������	��	���������=��"&	"��	�������*	"����
La segunda considera que es la sociedad la principal responsable, pues en 
función de la prevalencia de desigualdades e inequidades se empujaría al 
individuo hacia conductas disóciales y delictivas.
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En relación al tema de la seguridad pública, algunos especialistas latinoa-
mericanos sostienen que en el análisis de la labor policial prevalecen dos 
paradigmas de explicación “opuestos” que responden a determinados es-
quemas ideológicos (Acosta, 1993; Zaffaroni, 2004 y Carranza, 2004). Para 
la posición de izquierda, la Policía está conformada por perros guardianes, 
por medio de los cuales la clase dominante mantiene el orden establecido y 
reprime a los rebeldes. Para la posición de derecha, la Policía es ante todo 
un elemento de coacción necesario para el mantenimiento de la seguridad 
ciudadana, cuya función se ve obstaculizada por la lenidad de los jueces o la 
demagogia anarquizante de ciertos grupos políticos (Savater, 1991). 

��*�����&��"/�	���"��"���=������*'�+	��{�"*	�������"�%�"�K�=���	"������*	�
de la violencia, la inseguridad y los mecanismos de seguridad pública. El 
problema radica en que las diferencias ideológicas han llevado a los cien-
tistas sociales a establecer sesgos de análisis que parecen abismales, cuando 
en realidad son sólo diferencias que determinan los niveles de observación 
(Umbria, 1993). Lo más recomendable es trabajar en una línea de equili-
["���<'��&�"*��	� �	���*[��	���������������	����������� ������>��	��	�������
enfrentar, desde un plano más objetivo y sistemático, el delito, la violencia 
y la inseguridad ciudadana. De no lograrse dicha convergencia, existe la po-
sibilidad de que estos males sociales no disminuyan en un futuro inmediato, 
sino que su ocurrencia se prolongue paulatinamente con una grave tendencia 
a incrementarse.

A modo de conclusiones

�����&"������"��*���"������'���������������	��%���""	�	�����"��	�����	��	�/-
lisis de la violencia e inseguridad, a continuación se mencionan algunos 
aspectos que pueden ser considerados como elementos importantes para la 
comprensión de ambas problemáticas sociales.

Latinoamérica se constituye en una de las regiones más peligrosas del mun-
do, pues presenta los índices más elevados en términos de tasas de homici-
dios, victimización, delitos violentos e inseguridad subjetiva. En relación a 
los factores causales existen diferentes explicaciones que se polarizan en dos 
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vertientes teóricas: una que vincula el clima de la violencia e inseguridad 
ciudadana a los efectos negativos que ha provocado la implementación –en 
la década de los ochenta– de una política económica neoliberal; la  otra  se-
ñala que ambas problemáticas se relacionan con la crisis social que ha pro-
vocado la denominada modernidad.

Si bien nuestro país aún no se encuentra entre los países más peligrosos de 
América Latina, en las ciudades capitales que conforman el eje central se 
viven cotidianamente hechos de violencia e inseguridad de diversa índole: 
robos, asaltos, atracos, violaciones, desapariciones y asesinatos. Sin embar-
go, se tiene que tomar en cuenta que estas manifestaciones violentas y delic-
tivas son diferentes en características en intensidad por ciudades. Entre las 
ciudades más violentas y peligrosas se encuentran Santa Cruz de la Sierra y 
El Alto. Asimismo, se advierte que en la ciudad de Santa Cruz la violencia e 
inseguridad ciudadana están más vinculadas al ajuste de cuentas y al narco-
�"/���������	*[��������	���'�	��������������������'�	�������	�{	��	�����"	[	`��
e ingresos; en Cochabamba el fenómeno está asociado  al consumo exagera-
do de bebidas alcohólicas.

A pesar de los intentos de institucionalización de la seguridad pública se 
	����"����>"	�������������	��������	�����	���	����	�	������<'������������'%�����
una tarea pendiente para el Estado. El sistema policial y judicial se halla en 
una profunda “crisis institucional” que se expresa en una deteriorada y con-
tradictoria relación con la sociedad, pues no se proyecta una imagen honesta, 
�����	������	[���%���>'"	����[����	����������"��'��	��	�'	��<'������	�*	%�"$	�
de las encuestas de opinión, la policía y la justicia salgan “mal paradas y 
reprobadas”.

Frente a la gravedad y complejidad de la violencia, la delincuencia y la in-
seguridad ciudadana no basta con recurrir a ciertos planteamientos concep-
tuales “baratos”, “abstractos”, “demagógicos” y “poco operativos”. En todo 
caso, se trata de proponer y desarrollar acciones concretas y efectivas de 
atención, prevención e intervención que hagan más “administrable” este pro-
blema en función de un aspecto central: la prevención de los factores causa-
les o factores precipitantes. 
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Se advierte un fracaso en la implementación de reformas policiales y planes 
de seguridad ciudadana. En este clima de frustraciones, se debe tomar en 
cuenta que para enfrentar la violencia e inseguridad deben erradicarse en 
&"����&�������&"�[��*	���������">	��
	��������""'&����������������	������-
cacia y escasez de recursos que aquejan a las instituciones que conforman 
el sistema de seguridad pública. Asimismo, deben establecerse políticas de 
seguridad ciudadana que introduzcan un cierto equilibrio entre acciones pre-
ventivas y punitivas.

Con relación a los problemas teóricos y metodológicos que se presentan al 
momento de analizar la violencia e inseguridad, hay que señalar que estas 
cuestiones obedecen al carácter polisémico de los conceptos de violencia, 
seguridad e inseguridad ciudadana. Además de los criterios teóricos, me-
todológicos, políticos e ideológicos que se introducen en el análisis de am-
bas problemáticas. Debido a ello, no es casual que se encuentren resultados 
bastante contradictorios y disímiles en términos del crecimiento o no de la 
violencia e inseguridad, así como de sus niveles de intensidad. 
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